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Acta No. 177 de 3 de abril de 2017

Expediente No. 66001-31-03-001-2017-00014-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Jeisson Asdrúbal González Riveros frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 20 de febrero último, en la acción de tutela que instauraron los señores José Ángel Méndez Muñoz, Angelina Muñoz Vargas y Mauricio Luciani Méndez contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira, a la que se ordenó vincular al recurrente, al señor Andrés Felipe Patiño y la inmobiliaria Aval.
A N T E C E D E N T E S

1. Relataron los actores los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Debido al interés que le generó al señor José Ángel Méndez Muñoz un inmueble ubicado en la calle 21 bis No. 19-23 de esta ciudad, a mediados del mes de septiembre de 2015 contactó a Aval Inmobiliaria que ofrecía en arriendo el bien; fue atendido por un señor Mariano, de quien desconoce más datos y le informó sobre el estado del inmueble; también le dijo que la compañía inmobiliaria se encontraba legalmente constituida y habilitada para contratar.

1.2 Ese mismo señor le indicó que solo le podía enseñar el bien después de las siete de la noche, dados los múltiples compromisos que debía atender. Sobre la pregunta de si el lugar tenía buena iluminación, contestó afirmativamente. A la hora convenida se encontraron en el inmueble, pero al no existir bombillos solo alcanzó a divisar lo poco que le permitía ver la luz de su teléfono celular.

1.3 Para efecto de la suscripción del contrato de arrendamiento y el cumplimiento de los restantes requisitos, el señor Mariano lo comunicó con Andrés Felipe Patiño, quien a su vez le dijo que la suscripción del contrato la haría directamente con el representante legal de la inmobiliaria.

1.4 Cuando el señor Andrés Felipe Patiño le entregó el contrato para las firmas, el 25 de septiembre de 2015, advirtió que en ese documento aparecía el encabezado de Aval Inmobiliaria, pero figuraba como arrendador el señor Jeisson González Riveros; al preguntar por esa incoherencia le manifestaron que “no hay problema”; con posterioridad, pidió se le emitiera copia del contrato, a lo cual se negó el  citado Andrés Felipe porque el representante legal no lo había suscrito; procedió a pagar los cánones de arrendamiento del primer periodo comprendido entre el 28 de septiembre al 28 de octubre de 2015 y desde esta fecha al 27 de noviembre siguiente. Por lo tanto “hasta ese momento estoy contratando con… `AVAL INMOBILIARIA´”.
1.6 Desde ese momento la inmobiliaria empezó a desatender las obligaciones previstas en el artículo 8º de la Ley 820 de 2003. Pues además de que no le brindó copia del contrato de arrendamiento, el inmueble fue entregado sin las condiciones necesarias para habitarlo y por eso, nunca lo hizo; el sanitario estaba dañado, tenía las instalaciones eléctricas expuestas y los tomacorrientes no servían; llamó a Andrés Felipe Patiño quien le dijo que el encargado de hacer las reparaciones era el señor Mariano; este se comprometió a realizar los arreglos respectivos, pero nunca lo hizo. De igual forma le empezaron a cobrar servicios públicos a pesar de que estos “entre líneas” se encontraban incluidos y nunca le informaron que eran compartidos; por tanto, debe pagar los del inmueble que no ocupa y los de otras tres familias.  
1.7 Como luego de insistentes solicitudes, la inmobiliaria no cumplió sus obligaciones, inició un proceso de conciliación ante los Juzgados de Paz de Dosquebradas. Para las diligencias de rigor fue citado el representante legal de Aval Inmobiliaria, pero a la audiencia del 4 de febrero de 2016 acudió el señor Andrés Felipe Patiño quien manifestó ser el abogado de esa persona jurídica y se comprometió a brindar pronta solución al caso al día siguiente.

1.8 El citado señor no se presentó ante la Juez de Paz y por ello, el 6 de febrero siguiente se dictó fallo por esa jurisdicción mediante el cual se dejó sin efectos el contrato de arrendamiento; se ordenó la devolución del valor de los cánones pagados anticipadamente y se condenó a Andrés Felipe Patiño a pagar tres mensualidades de arrendamiento como penalidad por su incumplimiento contractual. Las llaves del inmueble fueron entregadas a la inmobiliaria por medio de la citada Juez.
1.9 De forma temeraria el señor Jeisson González Riveros, en su propio nombre y no como representante legal de Aval Inmobiliaria, presentó demanda de restitución de inmueble arrendado en su contra. 
1.10 Al responder la demanda solicitó al juez no reconocer al demandante como arrendador, ya que fue asaltado en su buena fe y le hicieron creer que Jeisson González Riveros era el representante legal de una inmobiliaria seria; también, que no contaba con un contrato de administración del inmueble como lo manda el artículo 34 de la ley 820 de 2003; que reconociera el incumplimiento en la entrega de la copia del contrato y que no había podido ocupar el inmueble por los deterioros y daños eléctricos.

1.11 Para aclarar las confusiones, el juez, de oficio, llamó a declarar al señor Andrés Felipe Patiño, quien no asistió a la audiencia. Sin embargo, también ha debido convocar a la Juez de Paz para que informara lo ocurrido con la entrega de las llaves del inmueble, pues si el señor González Riveros dice no haberlas recibido, cómo se explica que el 18 de agosto de 2016 el bien ya tenía un aviso de “se arrienda”.
1.11 El juzgado de conocimiento decidió el asunto sin tomar en cuenta lo relacionado a la actuación de la Juez de Paz, tampoco los daños que presentaba el inmueble y que afectaban el uso y goce del mismo, ni la falta de entrega del contrato de arrendamiento y dejó de pronunciarse sobre el artículo 28 de la ley 820 de 2003.
1.12 La inmobiliaria además, no le entregó el bien descrito en el contrato pues el que dicen arrendar está ubicado en la calle 21 No. 19-23 piso 1º y “físicamente el inmueble esta (sic) en la calle 21 bis número 19 bis -35”. 
2. Considera lesionados sus derechos de defensa y al debido proceso. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado a) valorar las pruebas, b) tener en cuenta el trámite adelantado ante la Juez de Paz; c) aplicar el principio de ultra extra petite (sic) y d) aportar el certificado de instrumentos públicos para constatar que el inmueble entregado no corresponde al de la dirección anotada en el contrato de arrendamiento.  
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 6 de febrero se admitió la acción y se ordenó vincular a la Inmobiliaria Aval, a los señores Jeisson Asdrúbal González Riveros y Andrés Felipe Patiño Loaiza.
2. El titular del despacho accionado y los vinculados guardaron silencio.
3. Mediante sentencia de 20 de febrero pasado la funcionaria de primera instancia concedió el amparo solicitado y declaró la nulidad de la sentencia proferida el 27 de enero anterior.
Para decidir así, en resumen, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, concluyó que se satisfacen los presupuestos generales de procedencia de la tutela frente a decisiones judiciales., y encontró que el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico “toda vez que se omitieron algunas pruebas que contribuyen a sustentar de mejor manera la decisión que se adopte” en razón a que no se estableció si el arrendador cumplió las obligaciones derivadas del contrato de arrendamiento; se pregunta si se estipuló en el contrato que los servicios públicos serían compartidos con otros arrendatarios  y si corroboró el juzgado que en realidad  el inmueble estaba en condiciones de ser habitado, “situación que fue alegada por el accionante y por la que no le fue posible habitar el inmueble?”. Afirmó que no debe olvidarse que el arrendatario no uso la cosa, pagó varios cánones de arrendamiento y servicios públicos, todo lo cual “nos lleva a concluir” que hubo errores en la ejecución del contrato por parte del mismo arrendatario; también por parte del arrendador “a quien a nuestro modo de ver” incumplió las obligaciones a su cargo “situación que indefectiblemente vulnera derechos fundamentales de los accionantes” al debido proceso y de defensa.
Se refiere a las actas de revisión de la Empresa de Energía y de Efigas, en las que se certifica que los servicios públicos son compartidos, lo que no se consignó en el contrato de arrendamiento y que violan los derechos del arrendatario por parte del arrendador”. Reitera que se violaron aquellos derechos si el inmueble no estaba en condiciones de ser habitado y por tal motivo el arrendatario no lo usó; si tampoco se estableció la mancomunidad en el pago de los servicios públicos y si no se entregó al citado señor copia del contrato de arrendamiento, porque todas esas dudas  debieron ser objeto de investigación y aclaración para determinar si el incumplimiento provino de ambos contratantes.

Aduce no entender por qué, si la Juez de Paz citó a conciliación al representante legal de la Inmobiliaria Aval, asiste con tal condición el señor Andrés Felipe Patiño Loaiza, máxime cuando el contrato de arrendamiento lo suscribió Jeisson Asdrúbal González Riveros y en él aparece un logotipo de aquella inmobiliaria. Se pregunta también porque se omitió expresar en la demanda que los arrendatarios nunca ocuparon el bien y por qué no indicaron sobre la citación de aquella juez. 
Afirma que todas esas situaciones que deben ser aclaradas en el proceso dejaron de serlo por el funcionario demandado, lo que constituye una irregularidad procesal “que hace que se incurra en una vía de hecho por defecto fáctico toda vez que se omitieron algunas pruebas que constituyen a sustentar de mejor manera la decisión que se adopte”.
4. Con ocasión de la solicitud de adición presentada por el funcionario accionado para que se determinara cuál es la actuación a seguir entre proferir una nueva sentencia, decretar pruebas o desde qué etapa reanudar la actuación, mediante providencia del 22 de febrero se informó que la nulidad decretada solamente comprende la sentencia y que la competencia para decretar o no pruebas radica en el juez, ello para establecer si hubo incumplimiento del contrato de arrendamiento. Finalmente indicó que no se fijó término alguno para proferir el fallo sustitutivo porque se desconoce si antes de expedirlo se va a hacer uso de esa facultad probatoria.   
5. Inconforme con el fallo, el vinculado Jeisson Asdrúbal González Rivero, lo impugnó en irrespetuoso escrito del que pueden rescatarse como razones para obtener su revocatoria, que: a) el Juez Tercero Civil Municipal tomó la decisión de escuchar al demandado en el proceso de restitución e infirió del escrito de contestación las excepciones de fondo, a pesar de que no se comprobó el pago de los cánones de arrendamiento y que los demandados no formularon aquellos medios defensivos. Contra esas decisiones interpuso recurso de reposición el cual fue despachado desfavorablemente. Por tanto, el funcionario accionado no vulneró garantía procesal alguna a los accionantes, pues por el contrario fue excesivamente garantista con ellos; b) respecto a la labor de escudriñar sobre el efectivo cumplimiento del contrato de arrendamiento, reiteró que los aquí demandantes no plantearon ningún medio de defensa relativo a las obligaciones que emanan de ese contrato y por tal situación no era necesario que se entrara a dilucidar sobre esa cuestión. Además las teorías planteadas por los actores no tuvieron respaldo probatorio alguno, máxime cuando estas no se relacionan con la causal de la mora en el pago del cánones, sobre el cual se debe delimitar el debate en esta clase de procesos; c) aclaró que actúa como persona natural y como tal ejerce la actividad comercial de arrendamiento de inmuebles propios y de terceros, calidad por medio de la cual suscribió el contrato con los actores, razón por la cual “LA PERSONA JURIDICA (sic) AVAL INMOBILIARIA ES UN ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO MEDIANTE EL CUAL ME ANUNCIO COMO COMERCIANTE SIN PERSONERÍA JURÍDICA”. Teniendo en cuenta lo anterior el Juzgado Tercero Civil Municipal decidió declarar no probada la excepción de fondo planteada; d) en el proceso quedó acreditado con los interrogatorios de parte practicados que los accionantes suscribieron el contrato de arrendamiento en el cual se establece que recibieron copias del mismo, que él actúa como “arrendatario (sic)” y que no se sometió a la jurisdicción de paz ni concedió poder para que lo representasen ante ella y por tanto el fallo allí dictado no le es oponible; e) en cuanto a la ocupación del inmueble indicó que no es responsabilidad del arrendador verificar si el arrendatario lo habitó; f) indicó que la circunstancia acaecida con los servicios públicos no fue objeto de controversia en el proceso de restitución de inmueble y g) no se incurrió en el defecto fáctico pues las pruebas que supuestamente se dejaron de analizar nunca fueron arrimadas al expediente y por ende, se obliga al funcionario demandado a valorar material probatorio ajeno al proceso.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra la sentencia por medio de la cual el juzgado demandado definió el proceso de restitución de inmueble arrendado promovido contra los actores por el señor Jeisson Asdrubal González Riveros. De serlo, se establecerá si en esa providencia se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el demandante, como lo concluyó el juzgado accionado, o si por el contrario, fueron respetados, como lo sostiene el impugnante.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. En este caso se encuentran satisfechos aquellos requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, de manera exclusiva respecto del señor José Ángel Méndez Muñoz, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra los derechos al debido proceso y a la defensa; b) la sentencia en la que los actores encuentran vulnerados los derechos cuya protección reclaman se dictó en un proceso de única instancia, frente a la cual no procede recurso alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque aquella providencia se dictó el 27 de enero pasado; d) la irregularidad alegada tiene directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela. 

5. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, consideran los actores lesionados sus derechos, entre otras cosas, porque el juzgado accionado dejó de pronunciarse respecto de la actuación que se adelantó ante la Juez de Paz y en relación con los daños que presentaba el inmueble, motivo por el cual el señor José Ángel no lo ocupó; sobre la falta de entrega del contrato de arrendamiento y la aplicación de los artículos 28 y 34 de la ley 820 de 2003.

5.1 La Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:
“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”
 

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

5.2 Uno de los principios orientadores del proceso civil es el de la congruencia que consagra el artículo 281 del Código General del Proceso, así: “La sentencia deberá estar en consonancia con  los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley.- No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta… En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda…”  

Esa disposición fija los precisos límites en que debe pronunciarse el juez al dictar la sentencia, como forma de garantizar la certidumbre de que deben gozar las partes sobre lo que será objeto de la decisión.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“… mediante el principio de congruencia se busca que la sentencia tenga la debida coherencia, de modo que los fundamentos de la decisión judicial finalmente adoptada sean conocidos desde el momento de la demanda y durante el desarrollo del proceso, para garantizar así el ejercicio del derecho al debido proceso y a la defensa
. 

El juez, entonces, debe respetar el principio de congruencia a fin de evitar que al resolver sobre la cuestión debatida se adopte una decisión ajena a cuanto se ha ventilado a lo largo del proceso y con fundamento en argumentos que, por aparecer sólo en la sentencia, no hayan podido ser controvertidos en las correspondientes etapas procesales.

 
La coherencia que el principio de congruencia persigue ha de darse entre los hechos, las pretensiones y la decisión, lo cual significa que “el juez debe resolver todos los aspectos ante él expuestos” y que “es su obligación explicar las razones por las cuales no entrará al fondo de alguna de las pretensiones”
. 

En este sentido la jurisprudencia constitucional ha destacado que, según el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, la sentencia “deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla”, pero también “con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley” y, en cualquier caso, “sin perjuicio de que, en desarrollo del principio iura novit curia, el juez debe fallar conforme al derecho que resulte aplicable a los hechos que hayan sido alegados y probados en el proceso”
.


Ahora bien, la Corte Constitucional ha considerado que el desconocimiento del principio de congruencia puede configurar vía de hecho e igualmente ha precisado que “no toda falta de pronunciamiento expreso sobre una pretensión hace, por sí misma, incongruente una sentencia”
 y que, tratándose de la acción de tutela, “no todo pronunciamiento que no comprenda la totalidad de las pretensiones, no analice todas las pruebas o falle infra petita, ultra petita o extra petita, constituye vía de hecho”
.

Al juez de tutela le corresponde analizar si efectivamente la sentencia atacada es incongruente y si, en caso de serlo, la incongruencia tiene la entidad suficiente para configurar una vía de hecho, ya que la incongruencia que es capaz de tornar en vía de hecho la acción del juez “es sólo aquella que subvierte completamente los términos de referencia que sirvieron al desarrollo del proceso, generando una alteración sustancial, dentro de la respectiva jurisdicción, que quiebra irremediablemente el principio de contradicción y el derecho de defensa”, a tal grado que “la disparidad entre lo pedido, lo debatido y lo probado sea protuberante”, esto es, “carente de justificación objetiva y relativa a materias medulares objeto del proceso”. De lo contrario, “el grado y el tipo de desajuste entre la sentencia y lo pedido, lo debatido y lo probado en el proceso, sería insuficiente para que se configure una vía de hecho judicial, así pueda existir una irregularidad dentro del proceso”
…”
 

7. Las pruebas incorporadas al expediente y que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

7.1 El señor Jeisson Asdrubal González Riveros demandó a los señores José Ángel Méndez Muñoz, Angelina Muñoz Vargas y Mauricio Luciani Méndez Muñoz, con el fin de obtener la restitución del inmueble ubicado en  la calle 21 bis No. 19B-23, piso 1, del barrio de Providencia de Pereira, por mora en el pago de los cánones de arrendamiento desde el 28 de diciembre de 2015
.
7.2 A la demanda se aportó el contrato de arrendamiento que suscribe el señor Jeisson González Riveros como arrendador y José Ángel Méndez Muñoz, Angelina Muñoz Vargas y Mauricio Luciani Méndez Muñoz como arrendatarios de un inmueble ubicado en la calle 21 bis No. 19-23 del barrio Providencia de Pereira, con fecha de iniciación el 28 de septiembre de 2015 y de terminación el 27 de marzo de 2016
. 

7.3 Al dar respuesta al libelo, el señor José Ángel Méndez Muñoz, aceptó parcialmente los hechos de la demanda; alegó que canceló los cánones de arrendamiento hasta el 28 de diciembre de 2015, dado que nunca le arreglaron unos problemas que presentaba el inmueble, entre ellos el más importante relacionado con daños eléctricos que podían producir que uno de sus hijos, un bebé, se electrocutara y como a pesar de los constantes requerimientos que  hizo para que solucionara ese problema no obtuvo solución, nunca ocupó el inmueble. Agregó que no se le entregó copia del contrato, ni un inmueble apto para ser habitado, tampoco se le advirtió que los servicios públicos eran compartidos con otras dos viviendas y se le puso a cancelar su valor total. También dijo que el demandante no es el propietario ni ostenta poder alguno sobre el inmueble arrendado y que como consideró lesionados sus derechos por Aval Inmobiliaria, inició proceso de conciliación ante los Jueces de paz en Dosquebradas, a la que asistió el señor Andrés Felipe Patiño Loaiza, quien le recibió los cánones de arrendamiento y acordaron que la inmobiliaria le daría una respuesta al día siguiente sobre los daños y perjuicios que le causaron, pero nuevamente incumplieron y por ello no es procedente la demanda instaurada. Se opuso a las pretensiones porque existe un fallo del Juzgado de Paz que hace tránsito a cosa juzgada y presta mérito ejecutivo. Además, porque el demandante no tiene la calidad de apoderado o representante “de los derechos del propietario del inmueble materia de este proceso”. Solicitó sea condenado a devolverle los dineros que canceló por arrendamiento y por servicios públicos; pagarle el valor de tres cánones de arrendamiento por incumplimiento del contrato; reintegrarle la suma de $990.000 “sustentados en la consignación adjunta” y levantar las medidas cautelares
.
7.4 En la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil Municipal, en audiencia realizada el  27 de enero de este año, se declararon imprósperas las defensas invocadas por los demandados porque no existía impedimento para el arrendador para suscribir el contrato; la excepción de cosa juzgada es infundada porque la decisión adoptada por la Juez de Paz se adoptó en asunto al que no fue vinculado el demandante; los demandados incumplieron sus deberes legales por la falta de pago de los cánones y de la restitución del bien y que “el punto a que el demandado no ocupó el inmueble, es palmar que al recibir las llaves de la vivienda puede disponer de ella, cancelar sus servicios públicos quedó a su disposición contractual, el hecho de no habitarla no desestima la naturaleza del negocio jurídico”.  
El contenido de esas audiencias reposa en el disco compacto que se incorporó a la actuación
.  

8. Surge de tales pruebas que el juzgado accionado dejó de pronunciarse sobre argumentos que esgrimió el señor José Ángel Méndez Muñoz al dar respuesta a la demanda y concretamente en cuanto alegó: a) que el inmueble arrendado presentaba  daños que le impidieron ocuparlo y que no fueron reparados por el arrendador y b) lo relacionado con los servicios públicos, en cuanto no se le advirtió que el inmueble “tenía los servicios compartidos con otras dos viviendas”. 

En tal forma desconoció el funcionario demandado el inciso 1º del artículo 281 del Código General del Proceso y esa circunstancia, en el caso bajo estudio, constituye un error trascendente que afecta de manera grave el derecho al debido proceso de que es titular el señor José Ángel Méndez Muñoz; además, se produjo en la sentencia que puso fin al proceso, de única instancia, y de la omisión en que incurrió el juez accionado no resulta responsable el citado señor.

De esa manera las cosas, se justifica la intervención del juez constitucional, porque la infracción al procedimiento compromete de manera importante el debido proceso de que es titular el señor José Ángel Méndez Muñoz, quien se quedó sin saber si el demandante incumplió las obligaciones que como arrendador le correspondían y de haberlo hecho, los efectos de tal conducta frente a las pretensiones de la demanda que en su contra se formuló. Por tanto, como medio para proteger aquel derecho, la acción de tutela estaba llamada a prosperar.
Aunque la juez de primera sede no analizó desde esa perspectiva el asunto del que ahora se ocupa la Sala, pues se limitó a enunciar la falta de claridad sobre el incumplimiento de las obligaciones contractuales de las partes, se confirmará la decisión de conceder la tutela solicitada, pero se modificará la providencia que se revisa para dejar sin efectos el fallo proferido, en vez de anularlo, ya que la citada irregularidad no configura causal de nulidad y se adicionará para ordenar al juez accionado pronunciarse sobre los aspectos omitidos y que alegó el citado señor Méndez Muñoz, mediante nueva sentencia que deberá dictar en un término no superior a quince días.

8. No se concederá el amparo solicitado con fundamento en los demás argumentos que sirven de fundamento a los actores para solicitarlo, por las siguientes razones:

8.1 La prueba de cuya ausencia se duelen: el testimonio de la Juez de Paz ante quien adelantó José Ángel Méndez Muñoz un trámite relacionado con el inmueble objeto del contrato de arrendamiento, no la solicitaron en la oportunidad prevista por la ley para ello, concretamente al dar respuesta a la demanda. 
8.2 Lo relacionado con los efectos de la decisión que adoptó la citada Juez de Paz, sí fue analizado por el funcionario demandado al  considerar no demostrada la excepción de cosa juzgada. 

8.3 La omisión en la entrega de copia del contrato de arrendamiento, carece de relevancia constitucional en este caso en el que la ausencia de tal deber no ha de afectar la decisión que se adopte, de ordenar o negar la restitución del inmueble que constituye su objeto.

8.4 La falta de aplicación del artículo 28 de la ley 820 de 2003 y de  pronunciamiento sobre la verdadera ubicación del bien arrendado, no fueron asuntos que se hayan planteado al juez accionado en la oportunidad para responder la demanda de que se trata. Por ello, sobre ellos no estaba obligado a pronunciarse el juez. 
9. Considera la Sala necesario llamar la atención de la funcionaria de primera sede que en la providencia que se revisa, dejo de imponer una orden concreta al juez accionado sobre la decisión a adoptar con motivo de la nulidad de la sentencia que declaró, siendo menester agregar que no comparte los argumentos en que sustentó su decisión, pues no incurrió el juez accionado en defecto fáctico que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional se produce: “…cuando la decisión judicial se toma (i) sin que se halle plenamente comprobado el supuesto de hecho que legalmente la determina; (ii) como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas; (iii) de una valoración irrazonable de las mismas; (iv) de la suposición de una prueba; o (v) del otorgamiento de un alcance contraevidente a los medios probatorios”
. En este caso, se reitera, ninguna de esas circunstancias se ha producido; además, no se está frente a asunto en el que sea obligación para el juzgado decretar pruebas de oficio y aunque afirmó que se omitieron algunas pruebas, no dijo cuáles, ni mandó practicar alguna. Además, dio por probado que la parte demandada no ocupó el inmueble arrendado; la existencia de errores en que incurrieron los contratantes al ejecutarlo y el  incumplimiento de obligaciones por parte del arrendador, sin decir cuál es el fundamento probatorio de esas conclusiones. Pero es que tampoco le correspondía, como juez constitucional, realizar esa valoración probatoria. Al referirse a la Inmobiliaria Aval, citada por la Juez de Paz a audiencia de conciliación, no tuvo en cuenta que como lo dijo el demandante en el interrogatorio absuelto, no es esa una persona jurídica, sino un establecimiento de comercio, con el que se anuncia como comerciante
. Y le extraña que en la demanda se haya dejado de mencionar que los demandados no ocuparon el bien rentado y lo relacionado con la citación ante la Juez de Paz, pero los hechos que se incluyen en una demanda es asunto que no incumbe al juez del proceso, por ende, tampoco al de tutela, sino a quien decide promoverla.

10. Tampoco comparte este Tribunal en su totalidad los razonamientos del recurrente para obtener la revocatoria del fallo, pues que el juez demandado haya decidido escuchar a la parte demandada a pesar de que no se probó el pago de los cánones de arrendamiento, fue asunto que quedó definido en el curso del proceso. En una primera oportunidad, en audiencia celebrada el 14 de diciembre de 2016, el juez accionado decidió hacerlo porque canceló los cánones de arrendamiento hasta “el mes nueve”
, decisión frente a la cual no se interpuso ningún recurso. Posteriormente, antes de los alegatos, el mismo funcionario negó la petición que en tal sentido elevó el demandante al considerar que  cumplió aquella carga, decisión frente a la cual interpuso recurso de reposición, con resultados negativos
.
Que haya tratado como excepciones los argumentos que expuso el señor José Ángel al responder la demanda, era obligación que debía asumir, pues la ley no exige fórmulas sacramentales para proponerlas; hacerlo constituye un exceso de ritual manifiesto, que podía constituir un defecto procedimental. Así lo ha dicho la Corte Constitucional: “A pesar de dicha fórmula, que se ha instaurado como regla general en la práctica procesal colombiana, el Código de Procedimiento Civil, estatuto que debe guiar el actuar del abogado litigante, no consagra ninguna norma que establezca de manera específica cómo deben presentarse una contestación de la demanda. Más aún, no existe en el Código consecuencia negativa alguna para el no cumplimiento de fórmulas sacramentales, tal como la que se señaló previamente.- Por estos motivos, a pesar de que el escrito presentado por la señora Acosta no correspondió a una forma específica, como la planteada previamente, se puede evidenciar claramente que sí se estaban presentando excepciones y solicitando una prueba: la grafológica frente a la firma del título allegado...”

Y contrario a lo afirmado por el recurrente, el señor José Ángel Méndez Muñoz, sí alegó, al dar respuesta al libelo, el incumplimiento por parte del arrendador de sus obligaciones como tal.

10. El referido señor González Riveros, al impugnar el fallo, se dirigió a la funcionaria de primera sede en términos irrespetuosos, que ni siquiera se han de mencionar aquí, aunque sí ha de llamarse su atención porque desconoció la obligación que impone a las partes el  numeral 4 del artículo 78 del Código General del Proceso, de abstenerse de usar expresiones injuriosas en sus escritos y  guardar el debido respeto al juez, lo que incluso hubiese justificado la devolución del respectivo escrito de acuerdo con los poderes disciplinarios conferidos al juez por el artículo 44 de la misma obra.

Y es que el vinculado ha podido defender con vehemencia su criterio, mediante el empleo de un vocabulario decoroso, sin tener que acudir a expresiones contrarias a las más elementales reglas de cortesía y de respeto a la dignidad y majestad de la justicia, así considerara irregular o injusta la decisión adoptada en la sentencia proferida.

A pesar de lo anterior, no se accederá a la solicitud que a este tribunal, sin justificación alguna, hizo la jueza de primera sede al conceder la impugnación
, en el sentido de compulsar copias al Consejo Superior de la Judicatura para que se le investigue y lo sancione, pues ese no es asunto que deba decidirse en esta providencia y de considerarlo, a ello puede proceder la citada funcionaria.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR, por los motivos aquí expuestos, la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el pasado 20 de febrero, en la acción de tutela instaurada por los señores José Ángel Méndez Muñoz, Angelina Muñoz Vargas y Mauricio Luciani Méndez contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Jeisson Asdrúbal González Riveros y Andrés Felipe Patiño y la inmobiliaria Aval, MODIFICÁNDOLA en el sentido de que la sentencia proferida por el juzgado accionado el 27 de enero último se deja sin efecto y ADICIONÁNDOLA para ordenar al señor Juez Tercero Civil Municipal de Pereira, en el término de quince días, proferir nuevo fallo en el que se analicen todos los argumentos que planteó el señor José Ángel Méndez Muñoz al responder la demanda. 

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artícu0lo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

(Vienen firmas de la sentencia de segunda instancia proferida en la tutela 66001-31-03-001-2017-00014-01)
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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